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CONCEPTO DE VIABILIDAD JURIDICA PARA MODIFICACIÓN N° 1 AL CONTRATO 
CO1.PCCNTR.6654271 REFERENCIADO CON EL PROCESO SAMC 05 DE 2025 CUYO OBJETO 
ES: ADECUACIONES DE OBRA CIVIL Y ELECTRICAS COMPLEMENTARIAS EN FOSO 
UBICADO EN LA TORRE C DEL COMPLEJO JUDICIAL DE SINCELEJO PARA LA CORRECTA 
INSTALACION Y PUESTA EN FUNCIONAMIENTO DE UN ASCENSOR DE PASAJEROS DE 
CINCO (5) PARADAS. 
 
 

 
A partir de los documentos aportados por el supervisor del contrato se ha realizado la 
revisión correspondiente con el fin de establecer el cumplimiento de los establecido por la 
Ley 80 de 1993 y los determinado bajo la resolución N° 6424  de fecha 3 /Junio /2025.  
 
Dicha revisión se hace frente a las siguientes consideraciones normativas:  
 
Revisado el expediente electrónico del SECOP II se evidencia que dicho contrato a la fecha 
de solicitud se encuentra en ejecución, entregando la posibilidad de adelantar cualquier 
acción de modificación, La posibilidad de modificar un contrato solo puede ejercerse 
durante su vigencia, así se trate de la simple prórroga del plazo, pues no resulta viable 
jurídicamente realizar modificaciones sobre un contrato con un plazo contractual vencido, 
como lo ha reiterado el Consejo de Estado ( Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio 
Civil, Providencia: Junio 06 de 2018 (publicación autorizada el 10 de agosto de 2022), 
Referencia: Rad. 11001-03-06-000-201800034-00 (2369). 
 
Conforme a la regulación legal y a la interpretación que de la misma han hecho el Consejo 
de Estado y la Corte Constitucional, es viable jurídicamente modificar los contratos 
estatales, pero esta medida tiene carácter excepcional y solo procede cuando con ella se 
pretenda garantizar el interés público, cuando la entidad haya verificado y así pueda 
constatarse por cualquier que la causa de la modificación es real y cierta y cuando se deriva 
de previsiones legales, esto es, cuando la modificación encuentra sustento no solo en 
circunstancias fácticas propias de la ejecución del contrato, sino, además, cuando tales 
situaciones ponen de presente la necesidad de dar cumplimiento a previsiones establecidas 
por el legislador. 
 
La Ley 80 de 1993 no se refirió a la posibilidad de prorrogar los contratos estatales, al igual 
que tampoco lo prohibió. En vista de ello, es necesario partir de las remisiones que hace la 
Ley 80 de 1993 al derecho privado y al principio de la autonomía de la voluntad para llenar 
este aspecto ―arts. 13, 32 y 40―. De esta manera, los particulares tienen amplia libertad 
para prorrogar el plazo de cualquier contrato y, salvo ciertas disposiciones específicas de 
algunas tipologías contractuales, no existen criterios que determinen límites a esta 
posibilidad ni a su alcance, de manera que el principio de la autonomía de la voluntad en 
este aspecto despliega ampliamente sus efectos, lo que a su vez es trasladable, como 
principio, a los contratos estatales. 
 
La idea de que los plazos de los contratos estatales pueden prorrogarse es sostenida, 
pacíficamente, por la jurisprudencia y la doctrina. A modo de ejemplo, el Consejo de Estado, 
en Sentencia del 24 de agosto de 2005, señala que dicha posibilidad se debe a que el plazo 
es un elemento accidental de los contratos estatales, por lo que existe gran amplitud en su 
delimitación por las partes, lo que se transfiere a la posibilidad de modificarlo por voluntad 
de las partes. Allí se indica 
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Por otra parte, la prórroga del plazo de los contratos tiene el sustento 
jurídico de que el plazo no constituye un elemento de la esencia de los 
contratos a que alude el artículo 1501 del Código Civil y, por tanto, se 
puede modificar por acuerdo de las partes, pues no es una de ‘… aquellas 
cosas sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degenera en otro 
contrato diferente’. Tampoco es un elemento de la naturaleza del 
contrato, esto es el que, no siendo esencial en él, se entiende 
pertenecerle sin la necesidad de una cláusula especial, dado que, si no 
se pacta, no existe norma legal que lo establezca. El plazo es, por tanto, 
un elemento accidental del contrato en razón a que, en los términos del 
mismo artículo, ni esencial ni naturalmente le pertenece a éste, y se le 
agrega por medio de cláusulas especiales, es decir que no es necesario 
para la formación del acto ni se sobreentiende como integrante de él. De 
consiguiente, no siendo el plazo un elemento de la esencia del contrato 
sino meramente accidental, se puede modificar por acuerdo de las partes, 
pues éstas lo establecen en el respectivo contrato.1 (Cursiva fuera de 
texto). 

 
De esta manera, la determinación del plazo solo se restringe a que sea conveniente para 
el “interés general”, dada las finalidades de la contratación pública, lo que obedecerá a 
principios de buena administración y de los negocios, que tampoco son ajenos al derecho 
privado, al trascender las divisiones entre contratos privados o públicos, lo que 
determinarán las partes atendiendo a las circunstancias concretas 
 
Establecido que los contratos estatales son susceptibles de prórroga, adicionalmente debe 
destacarse que la ley no fijó criterios para determinar el alcance de la ampliación del plazo, 
de manera que, en principio, sucede lo mismo que con la configuración del plazo inicial, el 
cual solo se restringe a que sea “razonable”. Adicionalmente, es posible que un mismo 
contrato presente diferentes prórrogas, atendiendo igualmente a que sean convenientes y 
razonables en su determinación 
 
la prórroga no aumenta el valor del contrato, no es necesario contar con el Certificado de 
Disponibilidad Presupuestal, ni el Registro Presupuestal, ya que una modificación de ese 
tipo no afecta el presupuesto del contrato; no obstante, es posible que la prórroga haga que 
la ejecución del contrato pase de una vigencia fiscal a otra, lo que generaría efectos de 
índole presupuestal. En este caso no debe actualizarse el valor de la garantía; sin embargo, 
sí debe ampliarse su vigencia, de acuerdo con el nuevo término de duración del contrato. 
En este supuesto, al igual que en el anterior, el documento contentivo de la prórroga debe 
publicarse en el SECOP 
 
El Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, contenido en las Leyes 

80 de 1993, 1150 de 2007 y 1474 de 2011, así como en las normas que las han modificado 

y las reglamentan, no consagran una regulación expresa sobre la posibilidad de modificar 

los contratos celebrados por las entidades estatales. Ello encuentra sustento en que, en 

principio, los contratos deben ejecutarse en las condiciones pactadas inicialmente, pues 

tales condiciones fueron convenidas luego de que la entidad pública surtiera todos los 

procedimientos previstos para la selección de su contratista y definiera los aspectos, 

técnicos, legales y financieros propios de cada caso, con observancia de los principios de 

transparencia, economía y responsabilidad, así como de todos los demás principios de la 

 
1 Consejo de Estado. Sección Quinta. sentencia del 24 de agosto de 2005. exp. 3171A. C.P. Darío Quiñones Pinilla. 
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función administrativa, aplicables al proceso de gestión contractual. La regulación expresa 

contenida en la Ley se limita a fijar los porcentajes límite para adicionar los valores 

inicialmente pactados, como lo hace el artículo 40 de la Ley 80 de 1993  

Ahora bien, no existe ninguna restricción expresa para modificar los contratos estatales y 
los mismos principios antes referidos puede poner en evidencia la necesidad de suscribir 
documentos de modificación en los cuales se cambie parte de las estipulaciones pactadas 
en un comienzo. En el contexto antes descrito, la jurisprudencia ha fijado pautas generales 
conforme a las cuales la Administración Pública debe evaluar, teniendo cuenta las 
particularidades de cada caso, si resulta procedente suscribir documentos de modificación 
a los contratos que ha celebrado. Así, por ejemplo, la Corte Constitucional, mediante 
sentencia C-416 de 2012 
 
Por lo anterior, el Profesional Grado 11Cobro Coactivo – en apoyo al área de contratación 
de la Dirección Seccional de Sincelejo, encargado de los aspectos jurídicos, encuentra 
procedente la suscripción de un acuerdo de modificación del contrato principal 
 
Para constancia de lo anterior, se firma en Sincelejo a los   treinta y un (31) días del mes 
de octubre  del año 2025. 
 

 
 
Atentamente;  
 
 

 
MIGUEL ANGEL CORONADO CABRALES 
Profesional Universitario Jurídico G-11- Cobro Coactivo 
Área de Contratación 
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